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ABSTRACT 

This article aims to critically analyze the transformation of the Mexican labor justice system resulting from the 

constitutional reform published on February 24, 2017, and the 2019 amendments to the Federal Labor Law, which 

profoundly altered the traditional model of justice administration. The abolition of Conciliation and Arbitration Boards 

and the creation of labor courts within the Judiciary were responses to the need to ensure a system of justice that is 

more independent, impartial, and respectful of human rights. However, this new institutional framework has also 

sparked an intense legal debate regarding the true role the labor judge should play in the proceedings. While some 

argue that the judge should limit themselves to resolving the dispute with absolute neutrality, others maintain that the 

protective nature of labor law demands a more active role to rectify the structural inequalities existing between worker 

and employer.This article critically examines the adjudicative role of the labor judge within the new Mexican 

constitutional paradigm. It explores the tension between the protective principle of labor law and the principles of 

impartiality, procedural equality, and the adversarial principle (contradiction), as well as the scope of the right to 

effective judicial protection enshrined in the Political Constitution of the United Mexican States, the Federal Labor 

Law, and the American Convention on Human Rights. Furthermore, it reviews case law from the Supreme Court of 

Justice of the Nation and the Inter-American Court of Human Rights to determine whether a labor judge may actively 

intervene on behalf of the worker without compromising the impartiality required in the exercise of the judicial 

function. 

 

 

Keywords: Judges; Law; Case Law; Judiciary; Legislature; Executive Branch 

 

RESUMEN 

Este artículo tiene como objetivo analizar críticamente La transformación de la justicia laboral mexicana derivada de 

la reforma constitucional publicada el 24 de febrero de 2017, y de las modificaciones a la Ley Federal del Trabajo en 

2019, pues modificó profundamente el modelo tradicional de impartición de justicia. La desaparición de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y la creación de tribunales laborales pertenecientes al Poder Judicial, respondieron a la 

necesidad de garantizar una justicia más independiente, imparcial y respetuosa de los derechos humanos. Sin embargo, 

la nueva configuración institucional también ha originado un intenso debate jurídico respecto del verdadero papel que 

debe desempeñar el juez laboral dentro del proceso. Mientras algunos sostienen que el juzgador debe limitarse a 

resolver el conflicto con absoluta neutralidad, otros consideran que el carácter protector del derecho del trabajo exige 

una actuación más activa para corregir las desigualdades estructurales existentes entre trabajador y empleador. 

El presente artículo analiza críticamente la función jurisdiccional del juez laboral a partir del nuevo paradigma 

constitucional mexicano. Se estudia la tensión existente entre el principio protector del derecho laboral y los principios 

de imparcialidad, igualdad procesal y contradicción, así como el alcance de la tutela judicial efectiva prevista en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal del Trabajo y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. Asimismo, se examinan criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con el propósito de determinar si el juez laboral puede intervenir 

activamente en favor del trabajador sin comprometer la imparcialidad que exige el ejercicio de la función 

jurisdiccional. 

 

Palabras clave: Jueces; Derecho; Jurisprudencia; Poder Judicial; Poder Legislativo; Poder Ejecutivo 

  

INTRODUCCIÓN 

La justicia laboral mexicana atraviesa uno de los cambios institucionales más importantes desde la promulgación del 

artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 1917. Durante décadas, los conflictos 

individuales y colectivos de trabajo fueron resueltos por las Juntas de Conciliación y Arbitraje, órganos de naturaleza 

administrativa integrados de forma tripartita por representantes del gobierno, de los trabajadores y de los empleadores. 

Aunque dicho modelo pretendía reflejar un equilibrio entre los factores de la producción, con el paso del tiempo 

comenzó a evidenciar importantes deficiencias relacionadas con la independencia de sus integrantes, la duración 

excesiva de los procedimientos, la inseguridad jurídica y la limitada protección del derecho humano de acceso a una 

justicia pronta y efectiva. 

La reforma constitucional publicada el 24 de febrero de 2017 modificó profundamente este esquema al trasladar la 

función jurisdiccional al Poder Judicial de la Federación y a los poderes judiciales de las entidades federativas. 

Posteriormente, mediante la reforma a la Ley Federal del Trabajo publicada el 1 de mayo de 2019, se diseñó un 

procedimiento predominantemente oral, basado en los principios de inmediación, concentración, continuidad, 

publicidad, contradicción y buena fe procesal. 
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Esta transformación institucional respondió no solamente a la necesidad de modernizar el sistema laboral mexicano, 

sino también al cumplimiento de diversos compromisos internacionales adquiridos por el Estado mexicano en materia 

de derechos humanos y acceso a la justicia. La reforma se encuentra estrechamente vinculada con la reforma 

constitucional de derechos humanos de 2011, mediante la cual el artículo 1° de la Constitución incorporó el principio 

pro persona y la obligación de todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 

previstos tanto en la Constitución como en los tratados internacionales. 

No obstante, el establecimiento de tribunales laborales independientes ha dado origen a una interrogante que continúa 

generando importantes debates doctrinales y jurisprudenciales: ¿debe el juez laboral limitarse a actuar como un tercero 

imparcial o puede intervenir activamente para equilibrar las desigualdades entre trabajador y patrón? 

Esta pregunta adquiere especial relevancia porque el derecho laboral históricamente ha sido concebido como un 

derecho social protector. Desde sus orígenes, la legislación laboral surgió como una respuesta a las profundas 

desigualdades económicas existentes entre empleadores y trabajadores. El principio protector constituye uno de los 

pilares fundamentales de esta disciplina jurídica y ha servido de fundamento para diversas instituciones como la 

interpretación más favorable al trabajador, la irrenunciabilidad de derechos y la continuidad de la relación laboral. 

Sin embargo, el nuevo procedimiento laboral también reconoce principios procesales propios de todo Estado 

democrático de derecho, entre ellos la imparcialidad judicial, el debido proceso, la igualdad procesal y el principio de 

contradicción. En consecuencia, surge una tensión permanente entre la protección reforzada del trabajador y la 

obligación constitucional del juez de resolver los conflictos sin favorecer anticipadamente a ninguna de las partes. 

Por lo que, el tránsito del sistema de justicia laboral mexicano de las Juntas de Conciliación y Arbitraje a los tribunales 

laborales del Poder Judicial, derivado de la reforma constitucional de 2017 y las modificaciones a la Ley Federal del 

Trabajo de 2019, ha generado un intenso debate respecto del rol que debe desempeñar el juzgador en el nuevo proceso 

oral. La pregunta central que atraviesa la doctrina y la jurisprudencia es si el juez laboral debe mantenerse como un 

árbitro estrictamente imparcial que se limita a resolver con base en lo alegado y probado por las partes, o si, por el 

contrario, debe asumir un rol activo en favor del trabajador para corregir las desigualdades estructurales que 

caracterizan la relación laboral.  

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido criterios claros que permiten resolver esta 

aparente dicotomía. En primer lugar, la SCJN ha sostenido que la suplencia de la queja deficiente opera exclusivamente 

en favor del trabajador y nunca en favor del patrón, lo que constituye una manifestación concreta del principio protector 

del derecho laboral (Tesis: "Suplencia de la queja deficiente en materia laboral a favor del trabajador"). Este criterio 

se fundamenta en el artículo 1° constitucional, que impone a todas las autoridades la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos bajo el principio pro persona, así como en el artículo 17 constitucional, 

que garantiza una tutela judicial efectiva que no puede ser meramente formal sino que debe ser material y completa. 

Asu vez, el Magistrado Noé Herrera Perea ha calificado el principio de estricto derecho como "un formalismo 

inhumano y anacrónico, victimario de la justicia", justificando su flexibilización en beneficio del trabajador, criterio 

que ha sido recogido por la propia SCJN al establecer que el principio de estricto derecho no rige cuando el quejoso 

es el trabajador (Herrera Perea, "El principio de estricto derecho en materia laboral", documento alojado en Corte 

IDH). Esta postura encuentra respaldo en el derecho internacional de los derechos humanos, específicamente en la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha examinado el acceso a la justicia en contextos 

donde la situación económica de los contendientes restringe la efectividad del derecho a la jurisdicción, enfatizando 

que el principio de igualdad ante la ley y ante los tribunales exige que el juzgador adopte medidas para nivelar la 

contienda cuando existe una desigualdad estructural (Saracho Cornet, T. N., "El acceso a la justicia en los 

pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos", DOI: 10.37767/2683-8761(2021)002).  

Por su parte, Karen Yarely García Arizaga sostiene que la reforma laboral de 2019 trajo consigo exigencias nuevas 

para un juez que deberá asumir grandes responsabilidades, destacando que la actividad jurisdiccional es fundamental 

para la construcción de un Estado constitucional y democrático de derecho, lo que implica que el juez no puede ser un 

mero espectador pasivo (García Arizaga, K. Y., "El perfil del nuevo juez en la reforma laboral", Revista 

Latinoamericana de Derecho Social, 2021, DOI: 10.22201/iij.24487899e.2021.33.16321).  

No obstante, esta intervención activa encuentra límites claros en el principio de contradicción y en la necesidad de 

preservar la imparcialidad judicial. La propia SCJN ha reconocido que existe un riesgo de pérdida de imparcialidad 

cuando el juez se aparta de los límites de su función (Tesis: "Riesgo de pérdida de imparcialidad", SCJN), y ha 

establecido que el juez tiene la facultad de regularizar el procedimiento ante cualquier irregularidad, pero siempre con 

la finalidad de ponerlo en estado de resolver, sin que ello implique suplir la voluntad de las partes (Tesis: "Juez laboral. 

Facultad de regularizar el procedimiento", SCJN). Una postura doctrinaria advierte que, en materia laboral, donde rige 

el principio protector, esa facultad no puede transformarse en un mecanismo para rescatar la defensa del trabajador, 

pues ello implicaría que el juez asuma un rol que no le corresponde y comprometería su imparcialidad ("La suplencia 

de la queja viola el derecho a un tribunal imparcial", documento SCJN).  
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En este contexto, la solución a esta tensión se encuentra en un modelo de juez director y equilibrador, que no es ni un 

árbitro pasivo ni un defensor oficioso, sino un garante de la tutela judicial efectiva que interviene activamente para 

corregir desequilibrios procesales, pero siempre respetando el principio de contradicción y fundamentando su 

intervención en la desigualdad estructural del trabajador. Este modelo se fundamenta en los artículos 1° y 17 de la 

Constitución, en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en los principios de igualdad y 

no discriminación como ejes estructurantes del debido proceso (Saracho Cornet). La imparcialidad judicial, por tanto, 

no se mide por la inacción del juez, sino por su ecuanimidad al resolver el conflicto, y un juez que interviene para 

compensar la debilidad procesal del trabajador no es parcial, sino constitucionalmente leal a los principios que 

fundamentan el sistema jurídico mexicano.  

Sin embargo, la clave está en que toda actuación activa del juez debe estar debidamente fundada y motivada, respetar 

la bilateralidad de la audiencia y mantenerse dentro de los límites del debido proceso, lo que permite conciliar el 

principio protector con la exigencia de imparcialidad judicial en el nuevo paradigma procesal mexicano. 

 

OBJETIVO GENERAL Y OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

General. 

Analizar críticamente la tensión entre el principio protector del derecho laboral y los principios procesales de 

imparcialidad, contradicción e igualdad procesal en el nuevo paradigma de justicia laboral mexicano, a fin de 

determinar si el juez laboral debe adoptar un rol activo en favor del trabajador o limitarse a fungir como árbitro 

imparcial, a la luz de la tutela judicial efectiva, el debido proceso y los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Específicos 

1. Examinar los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la doctrina 

especializada en materia laboral para identificar los fundamentos normativos y constitucionales que sustentan 

la intervención activa del juez laboral en favor del trabajador, particularmente a través de la suplencia de la 

queja y la inaplicabilidad del principio de estricto derecho. 

2. Identificar y contrastar los argumentos doctrinales y jurisprudenciales que limitan o refutan la intervención 

activa del juez laboral, con el propósito de delimitar el alcance de su actuación oficiosa sin comprometer su 

imparcialidad ni vulnerar los principios de contradicción e igualdad procesal. 

3. Proponer un modelo armonizado de actuación judicial que concilie el principio protector del derecho laboral 

con la exigencia de imparcialidad judicial, estableciendo los límites y condiciones bajo los cuales el juez 

puede intervenir activamente en el proceso sin quebrantar el debido proceso ni la tutela judicial efectiva. 

 

OBJETO DE ESTUDIO 

El objeto de estudio de la presente investigación es el rol jurisdiccional que debe desempeñar el juez laboral dentro del 

nuevo proceso laboral mexicano, instaurado a partir de la reforma constitucional de 2017 y las modificaciones a la Ley 

Federal del Trabajo de 2019. En particular, se aborda la disyuntiva teórica y práctica entre dos modelos contrapuestos 

de actuación judicial: (a) el juez como árbitro imparcial, que se limita a resolver el conflicto con absoluta neutralidad 

con base en lo alegado y probado por las partes, conforme a los principios de contradicción e igualdad procesal; y (b) 

el juez como defensor oficioso del trabajador, que interviene activamente para corregir las desigualdades estructurales 

existentes entre trabajador y empleador, con fundamento en el principio protector del derecho laboral, el principio pro 

persona y la tutela judicial efectiva. 

El estudio se circunscribe al análisis de la tensión permanente entre estos dos modelos, examinando sus fundamentos 

normativos, constitucionales y convencionales, así como los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con el propósito de determinar si el juez laboral 

puede y debe intervenir activamente en favor del trabajador sin comprometer la imparcialidad que exige el ejercicio 

de la función jurisdiccional, y en caso afirmativo, establecer los límites y condiciones bajo los cuales dicha intervención 

resulta constitucionalmente admisible. 

 

Por lo que, el objeto de estudio se enmarca en tres ejes rectores:  

(a) la tutela judicial efectiva (artículo 17 constitucional y artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos); 

(b) el debido proceso (artículo 14 constitucional y artículo 8 de la CADH);   

(c) el principio pro persona (artículo 1° constitucional), lo que permite un análisis integral del problema desde la 

perspectiva del derecho constitucional, procesal y laboral. 

 

MÉTODOS 
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La presente investigación adopta un enfoque mixto con predominio cualitativo, que integra la metodología dogmático-

jurídica con la investigación empírica de corte socio-jurídico. Esta elección metodológica responde a la naturaleza del 

objeto de estudio, que requiere tanto la interpretación sistemática de fuentes normativas y jurisprudenciales, como la 

contrastación de dichos postulados teóricos con la realidad práctica de los juicios laborales. 

El desarrollo metodológico se estructuró en tres fases: 

Fase I. Investigación documental y dogmática.  

Se realizó un análisis exegético y sistemático de las fuentes formales del derecho: artículos 1°, 14 y 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; y los principios generales del derecho laboral (principio protector, in dubio pro operario, irrenunciabilidad). 

Asimismo, se examinaron los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos referidos a la suplencia de la queja, la imparcialidad judicial y el acceso a la 

justicia en contextos de desigualdad estructural. 

Fase II. Análisis empírico mediante estudio de casos múltiple.  

Con el propósito de incorporar la experiencia profesional de los autores en la materia, se seleccionaron dos expedientes 

de juicios laborales tramitados bajo el nuevo paradigma oral, en los cuales los autores participaron directamente (uno 

como representantes de la parte trabajadora y uno como asesores de la parte patronal). A su vez, se eligió un juicio 

bajo el enfoque anterior al nuevo modelo de justicia laboral, es decir, antes de la reforma. Juicios que eran tratados 

por las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje ahora extintas.  

Los criterios de selección fueron:  

(a) que en el procedimiento se hubiera suscitado una controversia respecto de la actuación oficiosa del juez;  

(b) que la sentencia hubiera sido emitida por un tribunal laboral del Poder Judicial.  

Se aplicó la técnica de análisis de contenido a las sentencias y constancias procesales relevantes, así como la 

observación participante sistematizada mediante bitácoras reflexivas elaboradas por los autores durante la 

sustanciación de los procedimientos. 

Fase III. Contrastación y discusión.  

Los hallazgos empíricos obtenidos del estudio de casos fueron confrontados con el marco teórico y jurisprudencial 

construido en la Fase I. Esta contrastación permitió identificar las tensiones reales entre el principio protector y la 

imparcialidad judicial en la práctica forense, así como los límites y condiciones bajo los cuales la intervención activa 

del juez resulta constitucionalmente admisible. 

Finalmente, los resultados de ambas fases se integraron para formular una propuesta de modelo armonizado de 

actuación judicial, que concilia las exigencias normativas con las realidades procesales observadas en la experiencia 

de los autores. 

 

DESARROLLO 

Fase I. Investigación documental y dogmática.  

Como primer punto de partida para la presente investigación, es necesario abarcar las fuentes formales del derecho, 

ella permite advertir que la función jurisdiccional en México, particularmente en materia laboral, no puede 

comprenderse exclusivamente a partir de la aplicación literal y aislada de las normas jurídicas. La Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en materia de derechos humanos, los principios 

generales del derecho y la jurisprudencia integran un sistema normativo que obliga a las autoridades a interpretar y 

aplicar el derecho de manera armónica, progresiva y orientada a la protección efectiva de la persona. En el ámbito 

laboral, esta obligación adquiere una relevancia especial debido a la desigualdad estructural existente entre las partes 

de la relación de trabajo. 

Desde una perspectiva exegética, el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye 

el punto de partida para la interpretación contemporánea del orden jurídico mexicano. Dicho precepto reconoce que 

todas las personas gozan de los derechos humanos establecidos, tanto en la propia Constitución como en los tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Asimismo, ordena que las normas relativas a los derechos 

humanos se interpreten favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Esta disposición 

incorpora el principio pro persona como criterio rector de interpretación y aplicación jurídica. Por tanto, el juzgador 

laboral no puede limitarse a una lectura formalista de las normas procesales, sino que debe procurar aquella 

interpretación que garantice de manera más efectiva el ejercicio de los derechos humanos involucrados. 

Ahora bien, el segundo del artículo 1 constitucional, impone a todas las autoridades, dentro del ámbito de sus 

competencias, la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos conforme a los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Esta disposición transforma la función 

judicial, pues el juez deja de ser un aplicador mecánico de la ley para convertirse en un garante de derechos 

fundamentales. En materia laboral, ello significa que la imparcialidad judicial no puede confundirse con indiferencia 
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frente a las condiciones materiales de desigualdad que pueden existir entre trabajador y empleador. La obligación de 

garantizar derechos exige que el órgano jurisdiccional adopte las medidas necesarias para evitar que una desigualdad 

económica, técnica, probatoria o jurídica se traduzca en una desigualdad real en el acceso a la justicia. 

El artículo 14 constitucional, obtenemos que se representa una fuente fundamental de seguridad jurídica y debido 

proceso. Su contenido prohíbe la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de persona alguna y establece que nadie 

puede ser privado de la libertad, propiedades, posesiones o derechos sino mediante juicio seguido ante tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 

expedidas con anterioridad al hecho. Desde una interpretación exegética, este precepto exige legalidad, previsibilidad 

y respeto al procedimiento. Sin embargo, su análisis sistemático demuestra que las formalidades procesales no 

constituyen fines autónomos, sino instrumentos destinados a garantizar una decisión justa. 

Es el caso, y hay que tomar en especial importancia tiene la regla contenida en el artículo 14 respecto de la resolución 

de los asuntos civiles, en los cuales la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o interpretación jurídica de la 

ley y, a falta de ésta, se fundará en los principios generales del derecho. Esta disposición reconoce expresamente a los 

principios generales como fuente formal del derecho. Por ello, cuando la norma positiva resulta insuficiente, ambigua 

o incapaz de resolver adecuadamente un problema jurídico, el juzgador puede acudir a principios jurídicos para integrar 

e interpretar el sistema. En materia laboral, esta previsión debe relacionarse con el carácter protector del derecho del 

trabajo, de modo que los principios de protección, irrenunciabilidad e interpretación favorable al trabajador pueden 

cumplir una función relevante en la determinación del sentido jurídico de una controversia. 

Conforme al artículo 17 constitucional, complementa este sistema al reconocer el derecho de toda persona a que se le 

administre justicia por tribunales expeditos, dentro de los plazos y términos establecidos por la ley, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. La justicia, conforme a este precepto, debe ser accesible, efectiva 

y suficiente para resolver integralmente la controversia sometida al órgano jurisdiccional. La exigencia de una justicia 

completa impide que el juzgador se limite a resolver de manera aparente o meramente formal, dejando sin tutela 

efectiva el derecho sustancial discutido. 

La imparcialidad prevista en el artículo 17 constitucional, debe interpretarse sistemáticamente. Ser imparcial no 

significa tratar de manera idéntica a quienes se encuentran en situaciones materialmente distintas. La igualdad formal 

puede resultar insuficiente cuando una de las partes enfrenta una posición de subordinación o vulnerabilidad frente a 

la otra. En consecuencia, la imparcialidad judicial exige que el tribunal conserve independencia respecto de las partes 

y ausencia de prejuicios, pero al mismo tiempo puede adoptar medidas procesales legalmente justificadas para 

equilibrar las posibilidades reales de defensa. Esta idea resulta especialmente importante para comprender instituciones 

como la suplencia de la deficiencia de la queja y los principios protectores del derecho laboral. 

En el plano internacional, el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho de 

toda persona a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones. Aunque frecuentemente se asocia 

este artículo con el ámbito penal, su alcance también comprende procedimientos relacionados con la determinación de 

derechos de carácter laboral, civil, administrativo o de otra naturaleza. De esta manera, las garantías judiciales no 

pertenecen exclusivamente al proceso penal, sino que integran un estándar general de protección aplicable a toda 

actuación estatal que determine derechos y obligaciones. 

La exigencia convencional de un juez independiente e imparcial debe analizarse desde dos dimensiones. La primera 

es subjetiva y se relaciona con la ausencia de prejuicios o intereses personales del juzgador respecto de las partes o del 

asunto. La segunda es objetiva y exige que el diseño institucional y las condiciones del procedimiento generen 

confianza suficiente respecto de la neutralidad del tribunal. Desde esta perspectiva, un juez puede aplicar normas 

protectoras previstas por el ordenamiento jurídico sin perder su imparcialidad. La aplicación de una regla procesal 

favorable a una parte históricamente vulnerable no constituye necesariamente un favoritismo indebido, sino el 

cumplimiento de una obligación normativa dirigida a compensar desigualdades reconocidas por el propio sistema 

jurídico. 

Por su parte, el artículo 25 de la Convención Americana, reconoce el derecho de toda persona a contar con un recurso 

sencillo, rápido y efectivo ante jueces o tribunales competentes que la ampare contra actos que vulneren sus derechos 

fundamentales. El contenido esencial de esta disposición se encuentra en la efectividad de la tutela judicial. No basta 

con que exista formalmente un recurso o procedimiento; éste debe ser realmente capaz de producir resultados y brindar 

protección frente a la violación alegada. En consecuencia, el acceso a la justicia debe ser real y no meramente nominal. 

El análisis conjunto de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, permite sostener que las garantías procesales 

y la tutela judicial efectiva son elementos complementarios. El artículo 8 asegura que el procedimiento se desarrolle 

con respeto al debido proceso y a la imparcialidad judicial, mientras que el artículo 25 exige que existan mecanismos 

capaces de proteger efectivamente los derechos. Un proceso formalmente correcto, pero incapaz de reparar una 
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violación o de colocar a la persona en condiciones reales para hacer valer sus derechos, puede resultar insuficiente 

frente a los estándares convencionales. 

Dentro de este marco, los principios generales del derecho laboral adquieren una función interpretativa y normativa 

fundamental. El principio protector constituye uno de los pilares históricos y jurídicos del derecho del trabajo. Su razón 

de ser se encuentra en el reconocimiento de que la relación laboral no surge ordinariamente entre sujetos que poseen 

idéntico poder económico o capacidad de negociación. El trabajador se encuentra, por regla general, en una posición 

de subordinación frente al empleador, particularmente respecto de la organización del trabajo, los recursos económicos, 

la información y, en muchos casos, la disponibilidad de medios probatorios. 

El principio protector busca evitar que la igualdad jurídica meramente formal reproduzca o profundice esa desigualdad 

material. Su función consiste en orientar la interpretación de las normas laborales hacia la protección efectiva de la 

persona trabajadora cuando el ordenamiento reconoce esa necesidad. No obstante, dicho principio no autoriza al 

juzgador a abandonar el derecho, inventar hechos, dispensar totalmente la carga probatoria o resolver arbitrariamente 

en favor del trabajador. La protección jurídica debe operar dentro del marco constitucional, legal y convencional. Su 

finalidad es corregir desequilibrios estructurales, no sustituir la actividad procesal de las partes ni eliminar las garantías 

del empleador. 

Una manifestación concreta del principio protector es el principio in dubio pro operario. Conforme a este criterio, 

cuando exista una duda real y razonable sobre el alcance o significado de una norma laboral susceptible de más de una 

interpretación jurídicamente válida, debe preferirse aquella que resulte más favorable a la persona trabajadora. La 

importancia de este principio radica en que la interpretación jurídica no siempre produce una única respuesta evidente. 

Cuando la norma admite distintas lecturas legítimas, el derecho laboral proporciona un criterio para seleccionar la 

interpretación compatible con su finalidad protectora. 

Sin embargo, el principio in dubio pro operario no debe aplicarse como una regla automática para resolver cualquier 

incertidumbre fáctica o jurídica. Para su aplicación debe existir una duda interpretativa auténtica. No puede utilizarse 

para ignorar el contenido claro de una disposición legal ni para sustituir la falta absoluta de prueba. Su naturaleza es 

principalmente interpretativa: opera cuando, después de utilizar los métodos jurídicos ordinarios de interpretación, 

persisten varias soluciones razonables y compatibles con el texto normativo. 

Otro principio esencial, es el de irrenunciabilidad de los derechos laborales. Este principio reconoce que 

determinados derechos mínimos establecidos por la legislación laboral, no pueden ser válidamente renunciados por la 

persona trabajadora. La justificación de esta regla se encuentra en la necesidad de impedir que la desigualdad 

económica y la necesidad de conservar el empleo conduzcan a renuncias formales que vacíen de contenido la 

protección jurídica. Si el trabajador pudiera renunciar libremente a todos los derechos mínimos reconocidos por la ley, 

el sistema protector del derecho laboral perdería eficacia. 

La irrenunciabilidad, no implica que todo convenio entre trabajador y empleador sea inválido. Las partes pueden 

celebrar acuerdos dentro de los límites establecidos por la ley, pero no pueden utilizar la autonomía de la voluntad 

como mecanismo para eliminar derechos mínimos indisponibles. En este sentido, el principio limita la libertad 

contractual cuando ésta pretende operar en perjuicio de la dignidad y protección jurídica de la persona trabajadora. 

La interpretación sistemática de estos principios con los artículos 1, 14 y 17 de nuestra Carta Magna, y los artículos 8 

y 25 de la Convención Americana, permite identificar un modelo de justicia laboral basado en la igualdad sustantiva. 

El principio pro persona exige maximizar la protección de los derechos humanos; el debido proceso demanda respeto 

a las garantías de todas las partes; la tutela judicial efectiva exige que los mecanismos procesales produzcan resultados 

reales; y el principio protector reconoce la desigualdad estructural que caracteriza a muchas relaciones laborales. 

En este contexto, deben examinarse los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

relativos a la suplencia de la deficiencia de la queja. La suplencia constituye una institución procesal mediante la cual 

el órgano jurisdiccional puede corregir determinadas deficiencias técnicas en los planteamientos de la parte protegida 

por la ley. Su finalidad no es convertirse en una representación judicial absoluta ni sustituir completamente a la parte, 

sino evitar que el desconocimiento técnico, la insuficiencia de recursos o la situación de vulnerabilidad procesal 

impidan el análisis efectivo de una posible violación de derechos. 

La jurisprudencia constitucional mexicana, ha sostenido que la suplencia de la queja debe entenderse como un 

mecanismo de acceso efectivo a la justicia. Su existencia parte del reconocimiento de que no todas las personas 

participan en el proceso desde una posición de igualdad material. Exigir el mismo nivel de precisión técnica a todas 

las partes, puede generar una desigualdad real cuando una de ellas carece de recursos, asesoría jurídica suficiente o 

condiciones materiales para estructurar adecuadamente su defensa. 

En materia laboral, la suplencia puede vincularse directamente con el artículo 1° constitucional y con el principio 

protector. No obstante, su aplicación debe respetar los límites derivados del derecho de defensa y del principio de 

contradicción. El juzgador no puede construir una pretensión completamente nueva ni incorporar hechos inexistentes. 

Lo que puede hacer, en los supuestos legalmente autorizados, es analizar integralmente los actos reclamados y los 
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argumentos planteados para evitar que una deficiencia meramente técnica impida la protección de un derecho 

sustancial. 

La imparcialidad judicial, tampoco desaparece por la existencia de mecanismos de protección procesal. La 

imparcialidad exige que el juez no tenga interés personal en el resultado, que no actúe con prejuicio y que resuelva 

conforme al derecho y a las pruebas. Pero ello es compatible con la aplicación de normas que reconocen una protección 

diferenciada. Tratar de manera idéntica situaciones estructuralmente desiguales no siempre produce justicia; en 

ocasiones, puede consolidar la desigualdad existente. 

Los criterios desarrollados por la Suprema Corte, permiten sostener que el acceso a la justicia debe analizarse desde 

una perspectiva material. La igualdad ante la ley no se agota en permitir formalmente que una persona presente una 

demanda. También exige que las condiciones del procedimiento permitan que sus argumentos sean realmente 

examinados. De ahí la importancia de figuras como la suplencia de la queja, la interpretación conforme, el principio 

pro persona y las reglas especiales de protección previstas para determinados grupos. 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha reforzado esta concepción al establecer que 

las obligaciones estatales en materia de derechos humanos no se satisfacen con la simple existencia formal de 

procedimientos judiciales. El Estado debe asegurar que las personas puedan acceder a recursos efectivos y que las 

garantías judiciales sean aplicadas de manera real. Asimismo, la Corte Interamericana ha desarrollado una comprensión 

sustantiva de la igualdad, según la cual los Estados deben considerar las condiciones de vulnerabilidad y desigualdad 

que pueden impedir el ejercicio efectivo de los derechos. 

Desde la perspectiva interamericana, la imparcialidad judicial constituye una garantía indispensable, pero no debe ser 

interpretada como neutralidad frente a la desigualdad. Un tribunal imparcial debe resolver sin favoritismos personales 

y sin prejuicios, pero debe también aplicar las normas protectoras y adoptar interpretaciones que hagan efectivos los 

derechos reconocidos por el ordenamiento. La verdadera imparcialidad se relaciona con la correcta aplicación del 

sistema jurídico en su totalidad, no con la decisión de ignorar las diferencias materiales entre las personas. 

La relación entre suplencia de la queja e imparcialidad judicial plantea una cuestión jurídica especialmente relevante: 

¿puede un juez corregir deficiencias en favor de una parte sin convertirse en su defensor? La respuesta debe ser 

afirmativa siempre que dicha actuación encuentre fundamento constitucional, legal o jurisprudencial y se mantenga 

dentro de los límites del proceso. La suplencia no implica que el juez abandone su posición jurisdiccional, sino que 

cumple una obligación institucional dirigida a garantizar que las desigualdades técnicas o estructurales no priven de 

tutela efectiva a una persona. 

El juez no se convierte en abogado del trabajador cuando aplica una regla procesal protectora prevista por el sistema 

jurídico. La diferencia esencial radica en que el abogado representa intereses particulares, mientras que el juzgador 

aplica el orden jurídico. Cuando la Constitución, la ley o la jurisprudencia ordenan una protección diferenciada, el 

cumplimiento de esa obligación forma parte de la función jurisdiccional. Por el contrario, negarse a aplicar una medida 

de protección legalmente procedente bajo el argumento de una supuesta neutralidad podría traducirse en una forma de 

discriminación indirecta o en una denegación de acceso efectivo a la justicia. 

Por ello, la suplencia de la deficiencia de la queja debe analizarse como una institución compatible con la imparcialidad 

cuando cumple tres condiciones esenciales. En primer lugar, debe tener fundamento normativo. En segundo lugar, 

debe aplicarse con criterios objetivos y generales, no por simpatía o preferencia personal del juzgador. EN TERCER 

LUGAR, DEBE RESPETAR LAS GARANTÍAS PROCESALES DE CONTRADICCIÓN Y DEFENSA DE 

LA CONTRAPARTE. Cumplidas estas condiciones, la protección procesal diferenciada no constituye parcialidad, 

sino igualdad sustantiva 

Fase II. Análisis empírico mediante estudio de casos múltiple.  

Caso 1: Nuevo paradigma — Defensa del patrón (Expediente 0289/2026) 

El primer caso analizado corresponde al juicio ordinario laboral tramitado ante el Juzgado de Oralidad Laboral de 

Guanajuato, promovido por el trabajador en contra del patrón, en el cual los autores participaron como asesores de 

la parte patronal. El trabajador reclamó diversas prestaciones derivadas de una rescisión de la relación laboral que el 

patrón consideró justificada con fundamento en el artículo 47, fracciones II, V, VII, X y XI de la Ley Federal del 

Trabajo. 

Durante la sustanciación del procedimiento, la parte actora presentó escrito de réplica en el que objetó todas y cada 

una de las pruebas ofrecidas por la parte demandada, argumentando falta de relación con la litis, ausencia de 

vinculación directa con los hechos controvertidos y que no habían sido ofrecidas conforme a derecho. Entre las pruebas 

desechadas se encontraban: constancias del Instituto Mexicano del Seguro Social, nóminas timbradas, actas 

administrativas de fechas 3 y 21 de febrero de 2026 y 24 de marzo de 2026, así como el escrito de rescisión laboral 

presentado ante el propio Juzgado. Todas estas probanzas resultaban fundamentales para acreditar las causales de 

rescisión invocadas por el patrón. 
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El juez, al resolver sobre la admisión de pruebas, desechó la totalidad de las documentales ofrecidas por el patrón, 

acogiendo las objeciones del actor sin mayor análisis de pertinencia. De manera paralela, el juez admitió las pruebas 

ofrecidas por el trabajador, lo que generó un desequilibrio procesal evidente. La sentencia fue condenatoria por la 

cantidad de $250,000.00, monto que supera en más del 160% el finiquito propuesto por el patrón ($95,824.66). Resulta 

ilustrativo que el propio patrón había reconocido en su contestación un salario semanal de $4,000.00, de los cuales 

$2,205.00 correspondían a salario base —confesión que el juez aprovechó para calcular las prestaciones reclamadas—

, pero las causales de rescisión quedaron sin acreditar al haberse desechado las pruebas que las sustentaban. 

Este caso evidencia una actuación oficiosa del juez en favor del trabajador que trasciende los límites de la 

imparcialidad. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que la suplencia de la queja deficiente en 

materia laboral opera exclusivamente a favor del trabajador y tiene como propósito salvaguardar la defensa adecuada 

del trabajador. Sin embargo, en el presente caso, la suplencia se transformó en un desechamiento sistemático de las 

pruebas del patrón, lo que vulneró el principio de contradicción y afectó el derecho de defensa de la parte demandada. 

Caso 2: Nuevo paradigma — Defensa del trabajador (Conciliación extrajudicial) 

El segundo caso corresponde a la representación de un trabajador, en contra de una empresa de fabricación de 

talavera, en el cual los autores participaron como asesores de la parte actora. El trabajador fue despedido de manera 

injustificada el 11 de mayo de 2026, después de 9 años de servicio, sin que se le hubiera pagado liquidación alguna. 

El salario declarado era de $4,000.00 semanales ($3,000.00 de salario base más $1,000.00 de bono). El trabajador 

reclamó indemnización constitucional, prima de antigüedad (12 días por año), vacaciones, aguinaldo y 624 horas extras 

(2 horas diarias durante un año). 

A diferencia del caso anterior, en este procedimiento no hubo intervención del juez, pues los autores aconsejaron al 

cliente optar por la vía conciliatoria para evitar un litigio prolongado que, si bien podría haber derivado en una sentencia 

favorable de mayor cuantía, implicaba costos emocionales, económicos y temporales significativos. Se logró 

una conciliación por $40,000.00, monto que, aunque inferior a lo que potencialmente podría haber obtenido en juicio, 

resultó benéfico para el trabajador al permitirle acceder a una compensación económica en un plazo breve y sin las 

cargas procesales del litigio. 

Este caso permite contrastar los dos caminos que ofrece el nuevo modelo de justicia laboral: el litigio judicial, que 

puede derivar en sentencias favorables al trabajador —como ocurrió en el Caso 1— pero con el riesgo de que la 

actuación oficiosa del juez, si bien beneficia al actor, puede generar incertidumbre respecto de la predictibilidad de las 

decisiones; y la conciliación, que ofrece certeza y rapidez, aunque a costa de un monto económico menor. 

Caso 3: Modelo anterior — Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje (Extinto) 

El tercer caso se construye a partir de la experiencia profesional de los autores con el sistema de justicia laboral previo 

a la reforma, cuando los conflictos laborales eran resueltos por las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, órganos 

de naturaleza administrativa integrados de forma tripartita por representantes del gobierno, de los trabajadores y de 

los empleadores. Estos órganos, aunque calificados por diversos investigadores como "obsoletos" debido a la duración 

excesiva de los procedimientos, ofrecían desde la perspectiva de los autores una neutralidad funcional que el nuevo 

modelo no ha logrado replicar. 

En el modelo anterior, la integración tripartita garantizaba que ninguna de las partes contara con una ventaja procesal 

de origen. Las decisiones se adoptaban con base en un equilibrio de fuerzas que, aunque imperfecto, impedía que el 

órgano jurisdiccional actuara como defensor oficioso de alguna de las partes. La principal crítica al sistema era 

su lentitud: un juicio podía extenderse por años, lo que generaba inseguridad jurídica y desgaste para ambas partes. 

No obstante, esta lentitud era compensada por una mayor predictibilidad y por la posibilidad de que ambas partes 

contaran con el tiempo suficiente para preparar sus defensas y ofrecer pruebas. 

Análisis comparativo y discusión 

La contrastación de los tres casos permite identificar tensiones estructurales en el nuevo modelo de justicia laboral. 

Por un lado, la reforma de 2017 y 2019, al trasladar la función jurisdiccional al Poder Judicial, buscaba garantizar una 

justicia más independiente, imparcial y expedita. Por otro lado, la implementación de este modelo ha 

generado desequilibrios procesales que, como se observa en el Caso 1, pueden traducirse en una actuación oficiosa 

del juez que desborda los límites de la imparcialidad. 

La suplencia de la queja, concebida como un instrumento para proteger al trabajador, en la práctica puede convertirse 

en un mecanismo que desplace la carga probatoria hacia el patrón y que desconozca pruebas fundamentales para su 

defensa. El Caso 1 es emblemático: el juez desechó pruebas documentales, testimoniales y confesionales ofrecidas por 

el patrón sin un análisis exhaustivo de su pertinencia, lo que derivó en una sentencia condenatoria que, desde la 

perspectiva de los autores, no se ajusta a la realidad probatoria del expediente. Esta situación se agrava cuando, como 

se ha documentado en la práctica forense, los jueces y secretarios —en su afán por "negociar" y dar celeridad a los 

procedimientos— presionan a la parte patronal para que acceda a las pretensiones del trabajador sin haber leído 

integralmente la demanda, la contestación y las pruebas aportadas, lo que vulnera el debido proceso. 
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El Caso 2, por su parte, muestra que la conciliación puede ser una alternativa eficaz para evitar los riesgos del litigio, 

pero también evidencia que el trabajador podría obtener una compensación mayor si el juez actuara con el mismo sesgo 

protector que en el Caso 1. Esta asimetría en los resultados —$250,000 para el trabajador que litigó versus $40,000 

para el que concilió— plantea interrogantes sobre la predictibilidad y equidad del sistema. Finalmente, el Caso 3, 

correspondiente al modelo anterior, sugiere que la neutralidad del órgano jurisdiccional es un valor que no debe 

sacrificarse en aras de la celeridad procesal, pues una justicia rápida pero sesgada puede ser tan lesiva como una justicia 

lenta pero equilibrada. 

En conclusión, el análisis empírico de estos tres casos revela que el nuevo paradigma procesal mexicano, si bien ha 

logrado agilizar los procedimientos, enfrenta el desafío de garantizar que la celeridad no se traduzca en 

una vulneración del principio de contradicción ni en un desequilibrio procesal que comprometa la imparcialidad 

judicial. La tensión entre el principio protector y la imparcialidad no se resuelve únicamente con la creación de 

tribunales especializados, sino que exige una vigilancia constante de la práctica judicial y una capacitación de los 

juzgadores que les permita distinguir entre la protección legítima del trabajador y el sesgo que desnaturaliza la función 

jurisdiccional. 

 

 

Fase III. Contrastación y discusión. 

Esta fase construye el marco normativo y teórico de la investigación, argumentando que la función jurisdiccional 

laboral en México no puede entenderse desde una aplicación literal y aislada de las normas, sino desde un sistema 

interpretativo armónico, progresivo y protector. 

Fundamento constitucional.  

Artículo 1. CPEUM: Incorpora el principio pro persona y obliga a todas las autoridades a promover, respetar, proteger 

y garantizar los derechos humanos bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. El juez deja de ser un aplicador mecánico de la ley para convertirse en garante de derechos 

fundamentales. 

Artículo 14. CPEUM: Establece el debido proceso, la irretroactividad de la ley y la seguridad jurídica. Reconoce 

expresamente a los principios generales del derecho como fuente formal supletoria, lo cual permite al juzgador 

laboral acudir a principios protectores cuando la norma positiva resulta insuficiente. 

Artículo 17. CPEUM: Consagra el derecho a una justicia pronta, completa, imparcial y expedita. Se subraya que la 

imparcialidad no equivale a tratar idénticamente a quienes se encuentran en situaciones materialmente desiguales. 

Fundamento convencional 

Artículo 8 de la Convención Americana (CADH): Garantiza el derecho a ser oído por un tribunal competente, 

independiente e imparcial. Se analiza la imparcialidad desde una dimensión subjetiva (ausencia de prejuicios del 

juzgador) y una objetiva (diseño institucional que genere confianza en la neutralidad). 

Artículo 25. CADH: Reconoce el derecho a un recurso sencillo, rápido y efectivo. La tutela judicial debe ser real y 

no meramente nominal. Ambos artículos operan de forma complementaria: el 8 asegura el debido proceso y el 25 exige 

mecanismos que produzcan resultados concretos. 

Principios generales del derecho laboral 

Principio protector: Reconoce la desigualdad estructural entre trabajador y empleador. Orienta la interpretación hacia 

la protección efectiva del trabajador, pero no autoriza al juez a inventar hechos, dispensar la carga probatoria ni 

resolver arbitrariamente. 

In dubio pro operario: Ante una duda interpretativa auténtica y razonable sobre una norma laboral, se prefiere la 

lectura más favorable al trabajador. No es una regla automática ni sustituye la falta de prueba. 

Irrenunciabilidad de derechos: Los derechos mínimos laborales no pueden ser válidamente renunciados, pues la 

desigualdad económica podría conducir a renuncias formales que vacíen la protección legal. 

Suplencia de la deficiencia de la queja e imparcialidad. La suplencia de la queja se concibe como un mecanismo 

de acceso efectivo a la justicia que corrige deficiencias técnicas en los planteamientos de la parte vulnerable, sin 

sustituir completamente a la parte ni construir pretensiones nuevas. La investigación sostiene que esta figura es 

compatible con la imparcialidad judicial cuando cumple tres condiciones: 

1. Tiene fundamento normativo. 

2. Se aplica con criterios objetivos y generales, no por simpatía personal. 

3. Respeta las garantías de contradicción y defensa de la contraparte. 

Negarse a aplicar una protección legalmente procedente bajo el pretexto de neutralidad puede constituir discriminación 

indirecta o denegación de justicia. 

Análisis empírico mediante estudio de casos múltiples 

Caso 1 – Defensa del patrón (Expediente 0289/2026, Guanajuato) 
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• Un trabajador demandó por rescisión laboral; el patrón invocó causales del art. 47 LFT (fracciones II, V, VII, 

X y XI). 

• El actor objetó todas las pruebas del patrón (constancias del IMSS, nóminas timbradas, actas administrativas 

y escrito de rescisión). 

• El juez desechó la totalidad de las pruebas patronales sin análisis exhaustivo de pertinencia, pero admitió las 

del trabajador. 

• Resultado: sentencia condenatoria por $250,000.00, frente a un finiquito propuesto de $95,824.66 (más del 

160 % de diferencia). 

• Hallazgo crítico: La suplencia de la queja se transformó en un desechamiento sistemático de pruebas del 

patrón, vulnerando el principio de contradicción y el derecho de defensa. Se identifica una actuación oficiosa 

que desborda los límites de la imparcialidad. 

Caso 2 – Defensa del trabajador (Conciliación extrajudicial) 

• Trabajador despedido injustificadamente tras 9 años de servicio en una empresa de talavera; reclamaba 

indemnización, prima de antigüedad, vacaciones, aguinaldo y 624 horas extras. 

• Se optó por la vía conciliatoria en lugar del litigio, obteniendo $40,000.00 en un plazo breve. 

• Hallazgo: Aunque el monto fue inferior al que potencialmente se obtendría en juicio, la conciliación evitó 

costos emocionales, económicos y temporales. Se evidencia la asimetría: quien litigó (Caso 1) obtuvo 

$250,000, mientras quien concilió recibió $40,000. 

Caso 3 – Modelo anterior (Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje) 

• Se reconstruye la experiencia bajo el sistema tripartita (gobierno, trabajadores y empleadores) previo a la 

reforma. 

• Aunque los procedimientos eran excesivamente lentos (años), la integración tripartita ofrecía una 

neutralidad funcional que impedía que el órgano actuara como defensor oficioso de alguna parte. 

• Hallazgo: La lentitud se compensaba con mayor predictibilidad y tiempo suficiente para preparar defensas. 

Tabla 1. La contrastación de los tres casos revela tensiones estructurales del nuevo paradigma. 

Aspecto Caso 1 (Litigio) Caso 2 (Conciliación) Caso 3 (Modelo 

anterior) 

Resultado económico $250,000 (favorable al trabajador) $40,000 (menor, pero 

cierto) 

Variable 

Imparcialidad Comprometida (desecho unilateral 

de pruebas) 

No aplica (no hubo juez) Mayor neutralidad 

tripartita 

Celeridad Moderada Alta Muy baja 

Principio de 

contradicción 

Vulnerado No aplica Respetado 

 

• La reforma de 2017-2019 logró agilizar los procedimientos, pero enfrenta el riesgo de que la celeridad se 

traduzca en vulneración del principio de contradicción y en desequilibrios procesales. 

• La suplencia de la queja, mal aplicada, puede desplazar la carga probatoria hacia el patrón y desconocer 

pruebas fundamentales. 

• La tensión entre principio protector e imparcialidad no se resuelve solo con tribunales especializados; exige 

vigilancia de la práctica judicial y capacitación de juzgadores para distinguir entre protección legítima y sesgo 

que desnaturaliza la función jurisdiccional. 

• Una justicia rápida pero sesgada puede ser tan lesiva como una justicia lenta pero equilibrada. 

 

DISCUSIÓN 

Los hallazgos de la presente investigación permiten advertir que el tránsito del sistema de justicia laboral mexicano, 

de un modelo administrativo tripartito a uno jurisdiccional especializado, ha generado transformaciones profundas en 

la función judicial que no pueden ser comprendidas únicamente desde una perspectiva normativa. La reforma 

constitucional de 2017 y las modificaciones a la Ley Federal del Trabajo de 2019 representaron un avance significativo 

en materia de acceso a la justicia y garantía de derechos humanos, al trasladar la resolución de los conflictos laborales 

a tribunales pertenecientes al Poder Judicial, dotados de independencia técnica y funcional. Sin embargo, la 
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implementación de este nuevo modelo ha revelado tensiones estructurales que ameritan una reflexión crítica desde la 

práctica forense y la doctrina especializada. 

El análisis dogmático realizado en la Fase I de esta investigación demuestra que el marco constitucional y convencional 

mexicano establece un sólido fundamento para que el juez laboral adopte un rol activo en la protección de los derechos 

del trabajador. Los artículos 1°, 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en conjunto con 

los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, configuran un sistema normativo que exige 

al juzgador no solamente aplicar la ley de manera formal, sino garantizar una tutela judicial efectiva que considere las 

desigualdades estructurales existentes entre las partes de la relación laboral. El principio pro persona, el principio 

protector del derecho laboral y la obligación de todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, constituyen mandatos que impiden al juez permanecer como un espectador pasivo frente a las 

asimetrías procesales que pueden afectar al trabajador. 

No obstante, la investigación empírica desarrollada en la Fase II, mediante el estudio de casos múltiples, evidencia que 

la actuación oficiosa del juez laboral, si bien encuentra fundamento normativo en la suplencia de la queja y en la 

inaplicabilidad del principio de estricto derecho en favor del trabajador, puede desbordar los límites de la imparcialidad 

judicial cuando su ejercicio no se acompaña de criterios objetivos y debidamente fundados. El Caso 1 (Expediente 

0289/2026) resulta particularmente ilustrativo al respecto: el desechamiento sistemático de todas las pruebas ofrecidas 

por la parte patronal, sin un análisis exhaustivo de pertinencia, y la admisión simultánea de las pruebas del trabajador, 

generaron un desequilibrio procesal que vulneró el principio de contradicción y el derecho de defensa de la contraparte. 

La sentencia condenatoria por $250,000.00, que supera en más del 160% el finiquito propuesto por el patrón, refleja 

una actuación judicial que, aunque formalmente protectora del trabajador, se aparta de los estándares de imparcialidad 

exigidos por el artículo 17 constitucional y por el artículo 8 de la Convención Americana. 

Este hallazgo resulta especialmente relevante a la luz de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

que ha sostenido que la suplencia de la queja deficiente en materia laboral opera exclusivamente en favor del trabajador 

y constituye una manifestación concreta del principio protector. Sin embargo, como advierten diversos criterios 

jurisprudenciales, dicha facultad no puede transformarse en un mecanismo para rescatar la defensa del trabajador ni 

para desplazar la carga probatoria hacia el patrón, pues ello implicaría que el juez asuma un rol que no le corresponde 

y comprometería su imparcialidad. La Tesis "Riesgo de pérdida de imparcialidad" de la SCJN establece que existe un 

riesgo real cuando el juez se aparta de los límites de su función, y la Tesis "Juez laboral. Facultad de regularizar el 

procedimiento" reconoce que el juez tiene la facultad de regularizar el procedimiento ante cualquier irregularidad, pero 

siempre con la finalidad de ponerlo en estado de resolver, sin que ello implique suplir la voluntad de las partes. 

El Caso 2, correspondiente a la conciliación extrajudicial, ofrece una perspectiva complementaria que permite 

contrastar los resultados del litigio con los de la negociación. El trabajador despedido injustificadamente después de 9 

años de servicio obtuvo una compensación de $40,000.00 mediante conciliación, cifra significativamente inferior a los 

$250,000.00 obtenidos por el trabajador del Caso 1 mediante sentencia judicial. Esta asimetría plantea interrogantes 

fundamentales sobre la predictibilidad y equidad del sistema. Por un lado, la conciliación ofrece certeza y rapidez, 

evitando los costos emocionales, económicos y temporales del litigio; por otro lado, el trabajador que opta por la vía 

judicial puede obtener una compensación sustancialmente mayor, pero con el riesgo de enfrentar una actuación judicial 

que, aunque benéfica en el caso concreto, puede estar sesgada y generar incertidumbre respecto de la predictibilidad 

de las decisiones. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha enfatizado que el principio de igualdad ante la ley y ante los 

tribunales exige que el juzgador adopte medidas para nivelar la contienda cuando existe una desigualdad estructural. 

En este sentido, la intervención activa del juez en favor del trabajador encuentra respaldo en el derecho internacional 

de los derechos humanos. Sin embargo, como señala Saracho Cornet, el acceso a la justicia en contextos de desigualdad 

estructural requiere que el juez adopte medidas para nivelar la contienda, pero siempre dentro de los límites del debido 

proceso y la contradicción. La aplicación de normas protectoras no puede traducirse en una desnaturalización de la 

función jurisdiccional que convierta al juez en un defensor oficioso del trabajador, sino en un garante de la tutela 

judicial efectiva que corrige desequilibrios procesales sin perder su ecuanimidad. 

El Caso 3, correspondiente al modelo anterior de Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, ofrece un contrapunto 

histórico que permite valorar la transformación institucional desde una perspectiva crítica. Si bien el modelo anterior 

era criticado por su lentitud y por la duración excesiva de los procedimientos, la integración tripartita ofrecía una 

neutralidad funcional que impedía que el órgano jurisdiccional actuara como defensor oficioso de alguna de las partes. 

La lentitud, aunque indeseable, era compensada por una mayor predictibilidad y por la posibilidad de que ambas partes 

contaran con el tiempo suficiente para preparar sus defensas y ofrecer pruebas. Este hallazgo sugiere que la celeridad 

procesal, si bien es un valor constitucionalmente protegido, no debe alcanzarse a costa de sacrificar la imparcialidad y 

el equilibrio procesal. 
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La doctrina especializada ha abordado esta tensión desde diversas perspectivas. García Arizaga sostiene que la reforma 

laboral de 2019 trajo consigo exigencias nuevas para un juez que deberá asumir grandes responsabilidades, destacando 

que la actividad jurisdiccional es fundamental para la construcción de un Estado constitucional y democrático de 

derecho, lo que implica que el juez no puede ser un mero espectador pasivo. No obstante, como advierte Herrera Perea, 

el principio de estricto derecho constituye "un formalismo inhumano y anacrónico, victimario de la justicia", 

justificando su flexibilización en beneficio del trabajador. Esta postura, recogida por la SCJN, establece que el principio 

de estricto derecho no rige cuando el quejoso es el trabajador, lo que permite al juez apartarse de formalismos excesivos 

para garantizar una protección efectiva. 

Sin embargo, la presente investigación sugiere que la flexibilización del principio de estricto derecho y la aplicación 

de la suplencia de la queja deben ser interpretadas no como una autorización para que el juez actúe como defensor 

oficioso del trabajador, sino como un mandato para que el juzgador adopte una postura activa en la corrección de 

desequilibrios procesales, pero siempre dentro de los límites del debido proceso y la contradicción. La imparcialidad 

judicial, como lo ha sostenido la SCJN, no se mide por la inacción del juez, sino por su ecuanimidad al resolver el 

conflicto. Un juez que interviene para compensar la debilidad procesal del trabajador no es parcial, sino 

constitucionalmente leal a los principios que fundamentan el sistema jurídico mexicano, siempre y cuando dicha 

intervención esté debidamente fundada y motivada, respete la bilateralidad de la audiencia y se mantenga dentro de 

los límites del debido proceso. 

La tensión entre el principio protector y la imparcialidad judicial no es, por tanto, una contradicción irreconciliable, 

sino una dialéctica que debe ser resuelta mediante una comprensión sustantiva de la igualdad y de la función 

jurisdiccional. La igualdad formal, que exige tratar de manera idéntica a todas las partes, puede resultar insuficiente 

cuando una de ellas enfrenta una posición de subordinación o vulnerabilidad frente a la otra. La igualdad sustantiva, 

en cambio, exige que el juez considere las condiciones materiales de las partes y adopte medidas para nivelar el terreno 

procesal, sin que ello implique un abandono de su neutralidad. Este modelo de juez director y equilibrador, que no es 

ni un árbitro pasivo ni un defensor oficioso, encuentra su fundamento en la interpretación sistemática de los artículos 

1°, 14 y 17 de la Constitución y de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

La presente investigación también revela que la capacitación de los juzgadores constituye un elemento fundamental 

para garantizar que la actuación oficiosa del juez se mantenga dentro de los límites constitucionales y convencionales. 

La práctica forense documentada en el Caso 1 evidencia que, en ocasiones, los jueces y secretarios, en su afán por 

"negociar" y dar celeridad a los procedimientos, presionan a la parte patronal para que acceda a las pretensiones del 

trabajador sin haber leído integralmente la demanda, la contestación y las pruebas aportadas, lo que vulnera el debido 

proceso. Esta situación, que ha sido documentada en la experiencia profesional de los autores, sugiere que la 

transformación institucional no es suficiente para garantizar una justicia laboral imparcial y efectiva; se requiere, 

además, una profunda formación de los juzgadores que les permita distinguir entre la protección legítima del trabajador 

y el sesgo que desnaturaliza la función jurisdiccional. 

Finalmente, los hallazgos de esta investigación sugieren que el nuevo paradigma procesal mexicano, si bien ha logrado 

avances significativos en materia de celeridad y acceso a la justicia, enfrenta el desafío de garantizar que la 

imparcialidad judicial no sea sacrificada en aras de la protección del trabajador. La suplencia de la queja, la 

inaplicabilidad del principio de estricto derecho y la facultad de regularizar el procedimiento son instrumentos valiosos 

para corregir desequilibrios procesales, pero su aplicación debe ser cuidadosa, objetiva y respetuosa de los principios 

de contradicción e igualdad procesal. Una justicia rápida pero sesgada puede ser tan lesiva como una justicia lenta pero 

equilibrada. El reto para el sistema de justicia laboral mexicano consiste en encontrar un punto de equilibrio que 

permita conciliar el principio protector del derecho laboral con la exigencia de imparcialidad judicial, garantizando así 

una tutela judicial efectiva que sea, al mismo tiempo, pronta, completa, imparcial y respetuosa de los derechos humanos 

de todas las partes involucradas. 

 

CONCLUSIÓN 

El presente artículo ha analizado críticamente la transformación de la justicia laboral mexicana derivada de la reforma 

constitucional publicada el 24 de febrero de 2017 y de las modificaciones a la Ley Federal del Trabajo en 2019, con 

especial énfasis en la tensión existente entre el principio protector del derecho laboral y los principios procesales de 

imparcialidad, contradicción e igualdad procesal. A partir de un enfoque metodológico mixto que integró la 

investigación dogmático-jurídica con el análisis empírico de casos múltiples, la investigación ha permitido identificar 

las tensiones estructurales que caracterizan el nuevo paradigma procesal y proponer un modelo armonizado de 

actuación judicial. 
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El primer objetivo específico de la investigación, consistente en examinar los criterios jurisprudenciales de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y la doctrina especializada en materia laboral, permitió identificar los fundamentos 

normativos y constitucionales que sustentan la intervención activa del juez laboral en favor del trabajador.  

 

El segundo objetivo específico, orientado a identificar y contrastar los argumentos doctrinales y jurisprudenciales que 

limitan o refutan la intervención activa del juez laboral, permitió delimitar el alcance de su actuación oficiosa sin 

comprometer su imparcialidad ni vulnerar los principios de contradicción e igualdad procesal.  

 

El análisis empírico desarrollado mediante el estudio de casos múltiples permitió identificar que, en la práctica forense, 

la actuación oficiosa del juez puede desbordar los límites de la imparcialidad cuando su ejercicio no se acompaña de 

criterios objetivos y debidamente fundados. El Caso 1 (Expediente 0289/2026) evidenció que el desechamiento 

sistemático de todas las pruebas ofrecidas por la parte patronal, sin un análisis exhaustivo de pertinencia, vulneró el 

principio de contradicción y el derecho de defensa de la contraparte.  

 

El tercer objetivo específico, consistente en proponer un modelo armonizado de actuación judicial que concilie el 

principio protector del derecho laboral con la exigencia de imparcialidad judicial, encuentra su respuesta en la figura 

del juez director y equilibrador. Este modelo, que no es ni un árbitro pasivo ni un defensor oficioso, se caracteriza por 

intervenir activamente para corregir desequilibrios procesales, pero siempre respetando el principio de contradicción 

y fundamentando su intervención en la desigualdad estructural del trabajador.  

 

La investigación también ha revelado que la capacitación de los juzgadores constituye un elemento fundamental para 

garantizar que la actuación oficiosa del juez se mantenga dentro de los límites constitucionales y convencionales. La 

práctica forense documentada sugiere que, en ocasiones, los jueces y secretarios, en su afán por "negociar" y dar 

celeridad a los procedimientos, presionan a la parte patronal para que acceda a las pretensiones del trabajador sin haber 

leído integralmente la demanda, la contestación y las pruebas aportadas, lo que vulnera el debido proceso.  

 

El análisis comparativo entre el nuevo modelo de justicia laboral y el modelo anterior de Juntas Locales de Conciliación 

y Arbitraje (Caso 3) permitió identificar que, si bien el modelo anterior era criticado por su lentitud, la integración 

tripartita ofrecía una neutralidad funcional que el nuevo modelo no ha logrado replicar plenamente. 

 

En conclusión, la pregunta central que ha guiado esta investigación —si el juez laboral debe limitarse a actuar como 

un tercero imparcial o puede intervenir activamente para equilibrar las desigualdades entre trabajador y patrón— 

encuentra su respuesta en un modelo intermedio que reconoce la legitimidad de la intervención activa del juez, pero 

establece límites claros para preservar su imparcialidad. El juez laboral no es un árbitro pasivo que se limita a resolver 

con base en lo alegado y probado por las partes, pero tampoco es un defensor oficioso del trabajador que actúa sin 

límites. Es un garante de la tutela judicial efectiva que interviene activamente para corregir desequilibrios procesales, 

pero siempre dentro de los límites del debido proceso y la contradicción, y fundamentando su intervención en la 

desigualdad estructural del trabajador. 

 

 

Se recomienda, a partir de los hallazgos de esta investigación, que los poderes judiciales federal y locales implementen 

programas de capacitación continua para los juzgadores laborales, orientados a fortalecer su comprensión de los 

principios constitucionales y convencionales que fundamentan su función, así como a desarrollar habilidades para 

distinguir entre la protección legítima del trabajador y el sesgo que desnaturaliza la función jurisdiccional. Asimismo, 

se sugiere que la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los tribunales colegiados de circuito desarrollen criterios 

jurisprudenciales más precisos respecto de los límites de la suplencia de la queja y de la facultad de regularizar el 

procedimiento, a fin de dotar a los juzgadores de parámetros claros que les permitan ejercer su función con 

imparcialidad y eficacia. 

 

Finalmente, se reconoce que la presente investigación presenta limitaciones derivadas del número reducido de casos 

(ver figura 1), analizados y de la naturaleza cualitativa de la metodología empleada. Se sugiere que futuras 

investigaciones amplíen el universo de casos analizados y utilicen metodologías cuantitativas que permitan generalizar 

los hallazgos y evaluar el impacto de la actuación oficiosa del juez en la predictibilidad y equidad del sistema de justicia 

laboral mexicano. Asimismo, se sugiere explorar la perspectiva de los propios juzgadores respecto de los límites de su 

actuación oficiosa, a fin de comprender mejor los factores que influyen en sus decisiones y las tensiones que enfrentan 

en el ejercicio de su función jurisdiccional. 
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Figura 1. 

Tesis jurisprudenciales y tesis aisladas consultadas en el presente estudio.  

 
Nota: Se muestra un resumen gráfico de la actuación de los jueces laborales, actuaciones documentadas en más de 500 

tesis jurisprudenciales y tesis aisladas consultadas en Jurixlex de la SCJN de la 11ª época, en la cual es posible 

evidenciar los roles que toman los jueces laborales y que, desde la perspectiva de los pequeños empleadores y autores, 

no favorece el debido proceso. Fuente: https://jurislex.scjn.gob.mx/#/4000/tab    
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